Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 40 minutos) 


Antes de comenzar con el orden día, el señor Senador Larrañaga desea realizar un planteo a 
la Comisión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero expresar que hay un proyecto, que cuenta con aprobación de la 
Cámara de Representantes, que declara el próximo 13 de octubre -la semana que viene- feriado no 
laborable para la ciudad de Paysandú, ya que se cumplen 250 años de su fundación. Por lo tanto, 
solicito que sea aprobado en el día de hoy en Comisión para que se remita al Plenario. Reitero que ya 
cuenta con aprobación de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La duda que tengo es si ingresó al Senado. 


La Secretaría me informa que ya ingresó el proyecto al Senado, por lo que ahora se da 
cuenta en esta Comisión. 


En consideración. 

Si nadie hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto. 
(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Hay acuerdo para que el señor Senador Larrañaga sea el miembro informante de este 
proyecto en el Plenario. 


SEÑORA SECRETARIA.- El señor Senador Gallinal envió un texto sustitutivo del artículo 5% del 
proyecto a estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al Directorio del Banco Central del Uruguay, como así 
también a sus asesores. Con mucho placer los recibimos en la Comisión. Tal vez existió alguna 
confusión, pero el espíritu era poder recibirlos y compartir con ustedes lo relativo a este proyecto. No 
hubo ningún tipo de recriminación ni nada que se le parezca; simplemente queremos conocer vuestra 
opinión con respecto a este tema que, supongo, está en poder de ustedes. 


SEÑOR CANCELA.- Muchas gracias, señor Presidente. Quiero agradecer en nombre del Banco 
Central del Uruguay la invitación de la Comisión. Como siempre, los representantes del Banco están a 
su disposición para contribuir con la labor legislativa y, en ese sentido, me parecen de gran importancia 
estas instancias que tenemos de comparecencia ante las Comisiones. En esta oportunidad, nos hemos 
permitido venir acompañados por el Gerente del Área de Estudio y Regulación de la Superintendencia 
de Instituciones de Intermediación Financiera, contador Juan Pedro Cantera, y por el Gerente de la 
Asesoría Jurídico Notarial del Banco, doctor Hebert Bagnoli. Particularmente, hemos solicitado a 
ambos servicios los informes sobre el proyecto de ley y llegado el momento les pediré que desarrollen 
sus intervenciones de neto contenido técnico, puesto que están en muchas mejores condiciones que 
yo para hacerlo. 


Desde el punto de vista general, luego de leer la exposición de motivos de estos proyectos - 
en realidad son dos, uno del señor Senador Penadés y otro más amplio presentado por el señor 
Senador Nicolini- advertimos que refieren a un asunto que para el Banco Central constituye un área 
especialmente sensible. Hablamos del tratamiento de la información crediticia en un mercado que es 
reconocidamente el paradigma de los mercados de información asimétrica. Las teorías clásicas en 
materia económica que hablan de los mercados con información perfecta, destacan que los mercados 


de competencia aseguran el óptimo social en la medida en que suponen que todo el mundo tiene 
acceso a toda la información. En el caso del mercado de crédito -aunque no es el único- la información 
es, por naturaleza, asimétrica; el deudor sabe mejor que nadie cuál es su situación frente al acreedor y, 
desde ese punto de vista, este último siempre está en desventaja informativa en lo que hace a la 
voluntad y capacidad de pago de aquél. 


Cabe destacar que si a alguien le interesa profundizar en aspectos teóricos, puede referirse a 
los estudios de Stiglitz por los cuales, además, obtuvo el Premio Nobel. Con esto quiero decir que hay 
todo un análisis teórico con relación al tema de la información asimétrica, y ello es lo que ha dado lugar 
al establecimiento de mecanismos regulatorios que permiten mitigar los efectos que dicha información 
produce en la eficiencia de los mercados financieros. 


En esa misma dirección es que el Banco Central del Uruguay, junto con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, en el año 2005 promovió un proyecto de ley, que finalmente fue aprobado en 
2006 y se transformó en la Ley N* 17.948. Esta refiere al acceso a la información disponible y al récord 
crediticio en las bases de datos que administra el Banco Central, con lo que trata de transparentar la 
información de crédito no sólo al sistema bancario -que es el que tenía acceso para establecer si un 
determinado sujeto era categoría 1, 2, 3, 4 Óó 5- sino también a cualquier ciudadano que tenga una 
relación comercial, desee conceder un crédito y conocer cuál es el récord crediticio del eventual 
deudor. 


Más allá de lo que podría ser la información negativa -es decir, sobre los incumplimientos- nos 
preocupa la posibilidad de desarrollar mecanismos que puedan enfatizar en la información positiva. 
Nos referimos a aquellas personas que sí son cumplidoras, que tienen buen récord de crédito y que 
cuando necesitan acceder a un préstamo no figuran en las bases de datos. Aclaro que esto puede 
suceder porque nunca operaron con crédito o porque su cumplimiento no quedó registrado en ningún 
lado y, por lo tanto, no hay información positiva. 


En ese sentido, la aprobación de la Ley N* 17.948 que, de alguna manera, terminó siendo una 
ley que alcanzó a uno de los aspectos que preocupaba al Banco Central -me refiero al problema de la 
transparencia del crédito- dejó por el camino informaciones -supongo que inconscientemente porque 
había otras preocupaciones de carácter político que eran prioritarias- que son importantes de conocer y 
que no hacen tanta referencia a récord de créditos sino a récord del desempeño ético en el sistema - 
por llamarlo de alguna forma- y que están en poder del Banco. Dentro de este aspecto, está incluida la 
información sobre sanciones que el Banco Central aplica, que hoy es difundible solamente para 
algunos agentes del sistema financiero y no para otros, por lo que tenemos un tratamiento asimétrico 
con relación a los agentes financieros que en algún momento habrá que ir corrigiendo. Tanto es así que 
es probable que no podamos dar información sobre si un señor está sancionado por inhabilitación para 
desempeñar cargos de gerencia en el sistema financiero pero sí sobre un señor que le debe, de pronto, 
$ 100.000 a una barraca o a una sucursal bancaria de un pueblo del interior. 


En definitiva, la preocupación del Banco Central es hacer transparente la información 
crediticia. Precisamente, el proyecto sobre el que se nos ha consultado, en algún sentido va en una 
dirección contraria a esta preocupación, es decir, apunta a limitar la información de récord crediticio 
sobre ciertas personas a determinados agentes económicos, tales como banco de datos privados, es 
decir, sistemas de información privados que reciben información sobre cumplimientos o 
incumplimientos crediticios y que, a su vez, venden esos datos a terceros, lo que en definitiva puede 
resultar -y de ahí viene la preocupación respecto al proyecto de ley- en perjuicio de las personas en la 
medida en que la información no sea correcta, en el sentido de que se informe una deuda que no 
existe, o sea incompleta, en la medida en que se informe un incumplimiento que ha sido subsanado; 
dentro de este último caso, también puede darse una situación en la cual existe un no cumplimiento 
estricto del contrato original del crédito pero que a raíz de una posterior refinanciación, en última 
instancia, se estaría cumpliendo. 


Desde el punto de vista del sistema crediticio en su conjunto, toda la información es 
importante; es imprescindible tanto la información de que una deuda se ha cumplido en sus términos 
originales como la de que no se está cumpliendo. Asimismo, es importante saber que la deuda no se 
cumplió en sus características originales, pero se está cumpliendo de acuerdo a nuevas reglas que se 
acordaron luego de una renegociación. Todo ello tiene un valor para quien tiene que otorgar un crédito 
que radica en el hecho de que conociendo exactamente el récord crediticio del sujeto que demanda el 
crédito, puede justipreciar el valor del crédito que le da. Si no tuviéramos ninguna información sobre el 
récord crediticio, todas las personas cuando van a solicitar un crédito a una entidad financiera o a un 


comercio serían tratadas de igual manera y, por lo tanto, los buenos pagadores estarían pagando una 
tasa de interés, un costo financiero mayor que el que le correspondería de acuerdo con su récord de 
cumplimiento crediticio y se verían beneficiados quienes son malos o regulares pagadores porque 
estarían pagando una tasa de interés menor. Habría un subsidio de los buenos pagadores a los malos 
pagadores, para ponerlo en blanco y negro, que creemos que no es eficiente desde el punto de vista 
de instaurar una disciplina de mercado, en un mercado que tiene esta característica de asimetría de 
información. De esta forma se generarían riesgos morales y sociales importantes, por cuanto eso 
llevaría a una selección adversa de los créditos; es decir, quienes son buenos pagadores se verían 
enfrentados a tener que pagar una suma mayor por el costo del crédito, porque no existe la información 
y dejarían de recurrir a él, mientras que aquellos que obtendrían un tratamiento más beneficioso que el 
que recibirían si fueran correctamente catalogados, asumirían los créditos. Por lo tanto, las carteras de 
créditos de los bancos, de los comercios, etcétera, estarían sesgadas, concentradas hacia los malos 
pagadores, que estarían pagando un costo menor al que les correspondería. 


Con estas breves reflexiones intento transmitir a la Comisión nuestra impresión sobre este 
proyecto. En la lectura que hacemos de él, iría en contra del espíritu de la ley aprobada en enero -es 
decir, la Ley N* 17.948- en el sentido de que estaría limitando la transparencia de la información en el 
mercado. Entendemos, sin embargo, las preocupaciones de los Legisladores que han presentado esta 
iniciativa, en cuanto a que el manejo imprudente e irresponsable de la información genera perjuicios a 
personas, instituciones y empresas. Nuestra humilde opinión es que debería buscarse, en definitiva, 
proteger ambos bienes públicos, es decir, por una parte el acceso a la información y, por otra, el 
correcto desempeño de las funciones y de las operaciones legítimas de reunir la información, 
procesarla y ponerla a disposición de quien ofrezca pagar un precio por eso, pero de forma tal que las 
responsabilidades estén claras y la infracción a éstas sea estrictamente castigada. A este respecto 
quiero hacer, simplemente, una mención, y si la Comisión lo permite luego daría intervención a 
nuestros asesores, porque creemos -no aparece mencionada en ninguna parte de la exposición de 
motivos ni en el proyecto- que no ha sido tenida en cuenta totalmente la Ley de Habeas Data, por la 
cual cualquier persona tiene la posibilidad de recurrir contra cualquier manejo erróneo oO 
malintencionado de la información que sobre ella se dispone. 


En conclusión, y sin perjuicio de que estamos en condiciones de hacer un informe por escrito 
y pormenorizado a la Comisión sobre los puntos de debilidad que vemos en los proyectos, nuestra 
opinión de carácter general es que, sin perjuicio de que no tienen ninguna inconstitucionalidad y no 
presentan ningún tipo de inconvenientes desde el punto de vista formal, generan, por una parte, un 
conflicto de objetivos con la Ley N* 17.948 y, por otra, espacios grises en los cuales no se sabe si 
debería aplicarse esta ley, de aprobarse, o la Ley N* 17.948, en algunos de los casos que pudieran 
presentarse. 


Esto es cuanto quería expresar en mi exposición inicial y, en la medida en que los señores 
Senadores lo dispongan, podrían intervenir los asesores. 


SEÑOR CANTERA.- La exposición del señor Presidente del Banco Central sobre los dos informes que 
presentamos, tanto desde el punto de vista de la Superintendencia como desde el jurídico, ha sido bien 
concreta. Por lo tanto, sólo podríamos agregar algunos comentarios específicos con respecto a lo que 
está previsto en algunos artículos, aunque quizás sea más conveniente hacerlo a través de un informe 
escrito, tal como planteó el señor Presidente. Tal vez pueda ser muy tedioso entrar a discutir si lo que 
se dice es lo que se quiso decir, por lo que puede resultar más eficiente para la Comisión tenerlo en 
forma escrita. 


De todas formas, podríamos reafirmar el hecho de que en la exposición de motivos del 
proyecto de ley se preveía el tema de las dificultades planteadas a algunas personas por la 
incorporación de datos que no fueran exactos o que no estuvieran autorizados. Al respecto, creemos 
que la Ley de Habeas Data da una herramienta administrativa porque prevé un organismo de control - 
como es el Ministerio de Economía y Finanzas- para supervisar y reglamentar el funcionamiento de las 
bases de datos, y asimismo se dan atribuciones al Ministerio de Economía y Finanzas para sancionar a 
quienes no cumplan. Entonces, con ese objetivo entendemos que la Ley de Habeas Data da una 
solución al problema. 


Por otra parte está previsto, por ejemplo, la no información de créditos sobre los cuales se 
pueda recibir su reembolso a través del descuento de los haberes de las personas. Respecto a esto, 
existen cooperativas que operan a nivel del sistema de intermediación financiera que tienen derechos 
para recuperar sus créditos a través de los haberes. Por otra parte, tanto el Banco de la República 


como el Banco Hipotecario, tienen derechos para recuperar sus créditos a través de los haberes de los 
funcionarios públicos o de los empleados privados. A su vez, existe una ley que limita el monto que se 
puede descontar de los haberes y establece, concretamente, que el empleado siempre tiene que recibir 
un importe mínimo. 


Si no se obtiene información sobre los créditos que va adquiriendo una persona, se pueden 
otorgar créditos sin conocer su capacidad de pago. Incluso, luego pueden presentar retenciones 
judiciales, que tienen prioridad absoluta con respecto a cualquier tipo de crédito, lo que hace que éste 
no se pueda recuperar por la vía del descuento de haberes. Por lo tanto, entendemos que esa 
información debería ser conocida por los potenciales acreedores de una persona. 


Con respecto a los créditos o deudas que genera una persona con organismos públicos, se 
menciona que no deberían estar informadas las que derivan de una deuda por una tarifa pública. En 
este sentido, nos surge la duda acerca de si los intereses que el Banco de la República o el Banco 
Hipotecario cobran por un crédito se pueden considerar precio público o no, ya que estamos hablando 
de organismos que tienen la misma naturaleza que ANTEL o UTE y el precio por sus servicios son los 
intereses; entonces, por ejemplo, en caso de que los intereses no se puedan informar, nos gustaría 
tener claro si se puede informar la deuda. Reitero que estas son dudas que se nos plantean. 


Por nuestra parte, entendemos claramente que tanto el Banco de la República como el Banco 
Hipotecario deberían tener la posibilidad de informar los créditos a bases de datos. Acá se hace 
referencia a créditos incumplidos, pero en el caso de la central de riesgo, se trataría de créditos 
incumplidos y créditos vigentes; tal como se mencionaba anteriormente, aquí hablamos de base de 
datos negativa y positiva. 


Estos son, en términos generales, los elementos que nos generan dudas. Por nuestra parte, 
vemos con mucho agrado la idea de hacer llegar a la Comisión el informe prometido por el Presidente, 
porque entendemos que se lo podrá analizar en una forma más eficiente que discutiendo aquí cada 
uno de los puntos. 


SEÑOR BAGNOLI.- Prácticamente, es muy poco lo que puedo agregar, dado que las inquietudes 
fundamentales ya han sido planteadas por el Presidente del Banco Central y por el contador Cantera. 


Uno de los aspectos que siempre preocupa a los abogados -y aquí hay varios colegas- es el 
relacionado con los problemas que se generan de dudas interpretativas, colisión de normas, normas 
que se superponen, etcétera, sin que se sepa a veces si derogan tácitamente otras disposiciones o no, 
porque no hay artículos expresos que establezcan la derogación. 


En los hechos, pensamos que, de alguna manera, la habitualmente denominada Ley de 
Habeas Data -cuyo nombre correcto es Ley de Protección de Datos Personales para ser Utilizados en 
Informes Comerciales y Acción de Habeas Data- cubre casi todos los sanos propósitos de estos 
proyectos de ley, es decir, los aspectos más importantes. Tal como decía el contador Cantera, tiene un 
organismo de control -que no viene previsto en estos proyectos de ley- y un régimen sancionatorio que 
va desde el apercibimiento hasta la clausura, pasando por las multas. En estos proyectos de ley no 
está previsto un órgano de control -en todo caso, espero que no sea el Banco Central- y 
verdaderamente, este aspecto es uno de los que más nos preocupa. 


Aprovecho que estoy en este ámbito para plantear una preocupación jurídica que tiene el 
Banco Central -ya adelantada por su Presidente- vinculada a la Ley N* 17.948, que fuera aprobada el 8 
de enero de este año. No sabemos si realmente esa fue la voluntad del Legislador o si lo que hubo fue, 
simplemente, un problema de redacción, como los que se generan a veces cuando se realizan 
modificaciones a un texto. Cuando el Banco Central promovió ese proyecto que luego se convirtió en la 
ley mencionada, lo que pretendía era difundir toda la información que estuviera en su poder; pero por la 
forma en que quedó redactado el artículo 3” -que habla de la divulgación de la información y reenvía al 
artículo 2*- limita al Banco Central a que exclusivamente pueda brindar información a personas físicas 
o jurídicas referida a la Central de Riesgos Crediticios. Entonces, hay determinadas informaciones que 
obran en poder del Banco Central -como por ejemplo, las relativas a accionistas de administradoras o 
fondos de inversión, a accionistas de empresas de seguros, al personal superior de dichas empresas, a 
personas incorporadas al registro y a inhabilitados de las instituciones sometidas a su contralor- pero 
que, como decía el Presidente del Banco, se da la hipótesis, que podría considerarse hasta un poco 
absurda, de que no podamos informar sobre una persona que está inhabilitada aun cuando haya 


generado una crisis muy grande en el sistema financiero, pero que sí lo hagamos cuando una persona 
debe $ 5.000 a un banco. 


Además, tenemos vedado difundir, en virtud del secreto profesional, informaciones como las 
siguientes: sanciones a empresas y a personas sujetas a supervisión por la Superintendencia de 
Intermediación Financiera, de seguros, de control de mercado de valores, de AFAP, sanciones a 
auditores externos incorporadas al Registro de Auditores Externos, etcétera. 


De alguna manera, con la sanción de la norma que posteriormente fue la Ley N* 17.948, se 
pretendía transparentar toda esa información; pero la forma en que quedó redactada -insisto, no sé si 
fue la voluntad del Legislador- nos impide dar ese tipo de información. Entonces, sería bueno, si es que 
se va a sancionar una nueva ley, clarificar, en alguna medida, ese aspecto. Además, si es así, también 
sería bueno que quedara claramente establecido que la Ley N* 17.948 mantiene su vigencia. 


De otro modo, vamos a tener los problemas interpretativos y no vamos a saber si los bancos 
privados, por ejemplo, pueden mantener en sus archivos determinada información que no suponga la 
intimación de pago o que la deuda emerge de un título valor sino, quizás, de una cuenta corriente 
comercial. En fin, como se ve, se va a generar una serie de dudas interpretativas en ese sentido. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SANGUINETT!.- Sólo quería decir que quedaríamos a la espera de la información que nos van 
a hacer llegar por escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor Senador. Aclaro que la nueva ley puede anular la otra. 


Los integrantes de la Comisión de Constitución y Legislación agradecen la presencia de los 
señores representantes del Banco Central y les expresamos que esperamos el informe por escrito. 


(Se retiran de Sala los señores representantes del Banco Central) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Liga de Defensa Comercial) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a los miembros de la Liga de Defensa Comercial: al 
Presidente Víctor Abzaradel, al doctor Fernando Cabrera, al escribano Bernardo Quesada y al Director 
Camilo Martínez Blanco. A continuación, nos vamos a referir al proyecto que recientemente veníamos 
tratando con los representantes del Banco Central del Uruguay, respecto a la regulación de la 
información crediticia. 


SEÑOR ABZARADEL.- Soy el Presidente de la Liga de Defensa Comercial y me siento muy 
agradecido por esta invitación. Nos ponemos a las órdenes de los señores Senadores y veremos en 
qué medida podemos hacer algún aporte al proyecto de ley que se está tratando. 


SEÑOR MARTÍNEZ BLANCO.- Soy el Director Gerente de la Liga. Más allá de la presentación, 
queríamos hacer algunas consideraciones sobre estos proyectos de ley, y digo “estos” porque nos 
estamos refiriendo a la primera y a la segunda versión, con algunas determinaciones impuestas por los 
señores Senadores. 


La Liga de Defensa Comercial es una institución más conocida por actuar en la patología 
empresarial, por oficiar más de “enterradores” de empresas que de “salvadores”, a pesar de que, 
casualmente, la mayoría de nuestros esfuerzos no se dan en la patología empresarial, sino en la etapa 
informativa, preventiva y de apoyo al crédito empresarial. Su principal tarea es un buró de créditos. Así 
como existen bancos de datos que trabajan sobre el comportamiento de los consumidores y lo van 
registrando, nosotros trabajamos sobre el comportamiento de las empresas y también lo vamos 
registrando. 


Se trata de una institución gremial sin fines de lucro, que está dirigida por un Consejo 
Directivo Honorario y ya tiene 91 años de vida, por lo que podemos decir que tenemos algo de 
trayectoria en esta materia. 


Nos preocupa la temática que aquí se plantea porque, casualmente, se trata de la información. 


Leímos detenidamente los trabajos anteriores de esta Comisión y notamos el alerta puesto 
por algunos señores Senadores sobre las distintas consecuencias que esto podía tener. Si bien existía 
un ambiente de alguna forma favorable para recoger este tipo de iniciativa, por otro lado se alertaba 
sobre las distintas aristas que podía presentar y la incidencia que puede haber en materia de 
información comercial. Cuando hablamos de información comercial, nos referimos al crédito. Sin 
información no hay crédito, y no hablamos solamente del crédito para el sector financiero, sino del 
interempresarial, el apoyo de proveeduría y el trabajo donde nace la gestión de la microempresa 
buscando un crédito en plaza. Lo único que tiene para acreditar es su trayectoria, que se compone de 
cumplimientos, de incumplimientos, de zozobra, de perspectiva y eso es lo que se tiene que reflejar en 
un “credit report”. 


Es cierto que se registran incumplimientos en el área comercial donde, en definitiva, se gana, 
se pierde o se empata, y el perder forma parte de cadenas de incumplimiento que, de alguna forma, 
repercuten en el concierto nacional. Los proyectos nos preocupan porque, más allá de las buenas 
intenciones, pueden aparejar ese tipo de consecuencias. 


Desde hace un tiempo estamos asistiendo a un cambio en el sentido de revalorizar la 
transparencia de las relaciones. Hemos visto que este mismo Senado aprobó la reconsideración del 
alcance del secreto bancario, lo cual permite acceder a información que se conservaba y no se 
compartía. Desde el punto de vista de la información asistíamos a una asimetría. El sector financiero 
posee mucha información que no tenía el resto del sector empresarial; pero hay que tener cuidado, 
porque entre los socios de la Liga de Defensa Comercial están los bancos, y no estoy hablando desde 
ese punto de vista, sino desde una forma objetiva. No decimos esto en defensa de ningún interés 
gremial, sino que aquí estamos realizando un planteo leal hacia la economía nacional, hacia la plaza 
nacional. 


Nosotros, que estuvimos trabajando en esta materia y que hemos peleado durante años para 
que el secreto bancario fuera interpretado como está siendo interpretado hoy, con ley a favor, todavía 
no hemos podido acceder a la Central de Riesgos. La ley fue sancionada y promulgada -y lo decimos 
porque sabemos que estuvieron los representantes del Banco Central- en los primeros días de este 
año; ya llevamos diez meses de vigencia y sin embargo todavía no hemos podido acceder a la Central 
de Riesgos. El resto del sector empresarial todavía no ha podido acceder a eso, aunque sí lo ha hecho 
el sector financiero. 


Hay otras cosas que se están manejando y que, de alguna forma, contradicen este tema. 
Desde hace un par de años está la Ley de Habeas Data, con sus buenas y malas cosas. 


La Liga de Defensa Comercial integra, junto con la Cámara Nacional de Comercio y de 
Servicios, con dos representantes del Ministerio de Educación y Cultura y con tres delegados del 
Ministerio de Economía y Finanzas, una Comisión Consultiva de contralor de la Ley de Habeas Data. 
Dicha disposición todavía está sin reglamentar y es una de las debilidades que presenta nuestro 
panorama. 


Por otro lado, a nivel de la Liga de Defensa Comercial, participamos y vemos con mucho 
interés -porque creo que coopera hacia la transparencia- la nueva ley presentada por APU y una serie 
de entidades de la sociedad civil, lo cual nos parece correcto ya que, en definitiva, es a eso a lo que 
debemos tender. 


Si vemos el mundo sesgado -como lo estamos viendo- por deficiencia de los años que 
estamos en esta materia, necesitamos que haya más transparencia, y el oscurantismo lo único que 
hace es dificultar las relaciones. Pensamos que en la medida en que no se siga propiciando la 
transparencia en esta materia, vamos a ir en contra de lo que se está remando hoy. Además, está el 
decreto de la función pública de 2003, que también está a favor de la transparencia y del acceso sin 
límites, basado pura y exclusivamente en una resolución específica que hace que esa materia tenga 
que ser reservada o no pueda ser de acceso público. 


Creemos que cuanto más acceso público haya en esa materia, será mejor. La Liga de 
Defensa Comercial ha estado trabajando desde ese punto de vista. Al respecto quiero señalar que el 
economista Bernardo Quesada desde hace tres años está trabajando en un programa, cofinanciado 


por la Liga de Defensa Comercial y el FOMIN, perteneciente al BID, sobre acceso a la información por 
parte de las PYME. Hay que tener en cuenta que hoy por hoy las empresas que demandan información 
generalmente son de gran porte para arriba, pero los riesgos empresariales también los tienen los 
pequeños. Las empresas pequeñas también tienen riesgos, no sólo en la medida en que dan crédito 
interempresarial, sino porque requieren crédito de sus proveedores financieros o de bienes y servicios. 


En esta materia, es muy importante considerar una encuesta que se realizó a comienzos de 
este Programa, que fue encargada a Equipos Mori y se realizó entre 500 empresas en el país. Los 
bancos llegaron a la conclusión de que era más riesgoso prestarle a las empresas pequeñas que a las 
grandes. Alguien podría pensar que es al revés. ¿Por qué esto es así? Es más riesgoso, según la 
consideración de las entidades de intermediación financiera, porque no hay información sobre ellas. 


En función de eso, nosotros diseñamos un programa que viene trabajando con las PYME, 
pero no una a una, sino con las agremiaciones que las aglutinan; es decir, con las organizaciones de 
carácter profesional o regional, con los centros comerciales del interior a través de CEDU, con las 
asociaciones, con AMYPE, con la asociación de ferreteros, con los repuesteros, etcétera. Estamos 
trabajando con entidades que a su vez los aglutinan, a los efectos de hacerle pesar, en las decisiones 
crediticias, lo que es la información y, a su vez, sobre la información de ellos y la necesidad de que 
esté en un banco de datos responsable. Si esa información no está en un banco de datos, los bancos 
van a seguir teniendo la misma excusa: como no hay información sobre las PYME, no les prestan. 


En cuanto a ese tipo de situaciones, me gustaría que hiciera uso de la palabra el economista 
Quesada, porque es importante conocer qué se ha hecho a través de este programa y cómo remar en 
contra de una mayor apertura desde el punto de vista informativo podría generar esos problemas. 


SEÑOR QUESADA.- Soy el coordinador del programa que tiene la Liga de Defensa Comercial con el 
Banco Interamericano de Desarrollo. La vinculación que a nuestro juicio tiene el programa con este 
proyecto de ley viene por dos lados. Los objetivos del programa buscan el mayor uso de la información 
comercial por todas las empresas del país y, en particular, por las PYME. En ese sentido, el programa 
tiene dos componentes. Uno de ellos tiene que ver con la mejora del marco legal en el tema de 
información comercial y para ello se elaboraron dos consultorías, una de las cuales hablaba del secreto 
profesional de los bancos y su regulación y otra que se relacionaba con la confidencialidad en el uso de 
las bases de datos. 


Destacamos que todas las consultorías del programa se hacen por licitación, tanto la de 
Equipos Mori como las demás. En este caso particular, fue asignada al doctor Siegbert Rippe, 
Catedrático de Derecho Comercial, quien también concurrió a las Comisiones de Hacienda del Senado 
y de la Cámara de Representantes para presentar las conclusiones de su informe las que, incluso, 
fueron tomadas en cuenta para la regulación de la ley de acceso a la información que brinda el Banco 
Central, tal como comentó el señor Martínez. 


Todo el tema de las asimetrías en el acceso a la información -que incluso ameritó un Premio 
Nobel para algunos economistas, como Stiglitz- establece que generan, sin sentido, costos adicionales 
en el mercado y en la economía. El doctor Rippe aportó elementos interesantes para evaluar lo relativo 
a la interpretación del secreto bancario y el acceso a la información por parte de todas las empresas. 


Con respecto a la otra consultoría, debemos decir que fue asignada al doctor Juan Manuel 
Gutiérrez. En ese momento la Ley de Habeas Data ya había sido aprobada y, entonces, el aporte de la 
consultoría fue el de ayudar a dar elementos para su reglamentación. Ese informe -si los señores 
Senadores lo desean, podemos dejarles el libro conteniendo los informes de ambas consultorías- fue 
tenido en cuenta por la Comisión Consultiva que trabaja a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas 
e intenta regular la ley, a dos años de su aprobación. 


En definitiva, cuando se elabora el programa, tanto la Liga de Defensa Comercial como el 
Banco Interamericano de Desarrollo estiman como muy importante el tema del marco legal para el 
manejo de la información. De hecho, consideramos importante lo relativo a la confidencialidad en el 
uso de la información que, a nuestro juicio, es lo que están atacando estos proyectos de ley. Habría 
que evaluar qué es lo que se busca en un horizonte futuro y analizar si estas iniciativas no están 
tomadas en cuenta en otras, como por ejemplo la Ley de Habeas Data. Tal vez, mediante su 
reglamentación pudieran tomarse en cuenta las consideraciones que ustedes plantean. Entendemos 
que es fundamental que las leyes no se apliquen para casos específicos de la realidad que todos 
conocemos. 


En lo que tiene que ver con el uso de la información por parte de las PYME, como decía el 
doctor Martínez, el programa busca el relacionamiento con ellas a través de las agremiaciones. Al 
respecto, se han firmado dieciocho convenios y se han hecho treinta y tres talleres de sensibilización 
de estas agremiaciones y empresarios pequeños, a fin de que utilicen la información a la hora de tomar 
sus decisiones de crédito y así evitar los riesgos. También está lo relativo a los productos de 
información específicos sobre las PYME para que sean utilizados por los bancos y otras empresas, 
como modo de evaluar los riesgos de otorgarles crédito. 


Me interesa resaltar que la información para analizar riesgos no es solamente de índole 
negativa, de incumplimiento, sino que tiene que pesar la historia de la empresa y, en tal sentido, saber 
que muchas de ellas sortearon la última crisis. Entendemos que eso debe pesar a la hora de dar un 
crédito y no es posible que solamente se lo otorguen a aquellas que no tienen antecedentes negativos. 


Entonces, me parece importante tomar en cuenta esto en las redacciones legales porque los 
abogados a veces tienen dos bibliotecas, dos formas de interpretar las normas y, en consecuencia, 
todo depende de qué lado esté cada uno; cuanto más explícito sea el texto desde el punto de vista 
legal, evita este tipo de interpretaciones. 


SEÑOR MARTINEZ BLANCO.- La Liga de Defensa Comercial fue fundada en 1915, por lo que tiene 
unos cuantos años de actuación en esta materia. Por ello sabemos la sensibilidad que se plantea 
muchas veces respecto del registro de los incumplimientos de los consumidores finales. Desde ese 
punto de vista, conocemos las injusticias que se han cometido; todos leemos cartas, correo de los 
lectores donde se plantean estos casos y todos conocemos situaciones de injusticia en esta materia. 


Deseo que quede claro que nosotros registramos incumplimientos empresariales. Quien baja 
a la arena comercial tiene que jugar con las reglas de juego de la economía, que dice que uno de los 
valores a los que todos tenemos que propender es al de la transparencia, porque es formativa de 
precios; si no hay transparencia, no hay verdadera formación en los precios. Los mercados funcionan 
con transparencia. En función de eso decimos que quienes toman una decisión no son sociedades 
cerradas, ya que por más que no coticen en la Bolsa, tienen que sujetarse a determinado tipo de 
comportamientos que son los que están esperando la plaza, la economía. Por eso decía el economista 
Quesada que no se trata solamente de considerar los registros de incumplimiento, y sobre este tema 
voy a dar un ejemplo. 


Desde hace un tiempo estamos luchando para que los bancos reduzcan esa indebida 
pretensión de sujetar un crédito pura y exclusivamente a la garantía, en lugar de tomar en cuenta las 
capacidades de pago, etcétera. En materia de comportamientos empresariales, muchas veces un 
proveedor de un bien o de un servicio da una línea de crédito bastante mayor de la que está dando, de 
pronto, un servicio financiero y, sin embargo, no tiene las garantías reales, sino el conocimiento acerca 
de cómo trabaja quien solicita el crédito. Creo que este es uno de los temas más importantes a tomar 
en cuenta. Para nosotros no sólo tiene que estar disponible en la plaza comercial la información de las 
empresas abiertas, que cotizan en la Bolsa, sino también la de las empresas cerradas, porque en la 
medida en que bajan al ruedo económico, tienen que sujetarse a determinado tipo de lineamientos o de 
reglas de juego que no se pueden estar cambiando todos los días. 


Si la transparencia es un valor fundamental, entonces pensemos que ella se compone con 
incumplimientos -de acuerdo con lo que manifestábamos hoy- pero también con perspectivas, con 
posibilidades, con ganas y con la historia de cómo han sorteado crisis como la de “la tablita”, la de 
2002, etcétera. Todo ello configura, de alguna forma, la reputación, que debe tener también un valor 
cuando se trata de acceder al crédito de plaza. 


Solicito al doctor Cabrera que mencione la labor que están haciendo en la Comisión de 
Control con relación a la Ley N* 17.838. 


SEÑOR CABRERA.- Soy quien representa a la Liga de Defensa Comercial en el seno de la Comisión 
creada por el artículo 20 de la Ley N* 17.838. Tal vez por estar vinculados a la gestión de esa ley 
revalorizamos también su importancia. 


En ese sentido, hemos leído con atención la exposición de motivos del proyecto del señor 
Senador Penadés y consideramos que algunos de los aspectos que allí se quieren solucionar ya han 
sido incorporados, y en algunos casos satisfactoriamente resueltos por el texto de la Ley N* 17.838. En 


ese sentido, el proyecto y su modificación son mucho más restrictivos que aquella norma, lo que va a 
contramano de la protección internacional de los datos personales. Incluso, el artículo 4% de la ley 
vigente enumera una serie de datos e informaciones que no requieren el consentimiento del informado, 
aspecto que no es tenido en cuenta en esta norma. 


A su vez, en el artículo 1% se busca prohibir que se registren obligaciones comerciales si no 
surgen de títulos ejecutivos y también se exige que se haga la intimación por telegrama colacionado o 
por carta certificada. Creemos que es correcta la exigencia que pueda hacerse respecto de una previa 
intimación, pero consideramos que es una materia fácilmente solucionable por vía reglamentaria, dado 
que aún no ha sido aprobado el decreto reglamentario de esa ley. 


Entendemos que la exigencia de que las obligaciones comerciales surjan de títulos ejecutivos 
estaría interponiendo una traba importante a la ágil circulación de bienes y servicios. Sabemos que hoy 
en nuestra plaza funcionan las facturas y los conformes o los cheques, de manera que la exigencia de 
título ejecutivo desde el punto de vista del Derecho Procesal, estrictamente, plantea algunas 
discrepancias. Por ejemplo, la factura de compraventa de servicios no podría ingresar. 


Básicamente, la idea que queremos transmitir es que este proyecto, que es más restrictivo, 
podría acarrear complicaciones excesivas a la información comercial, y que algunos de los aspectos 
que se quieren solucionar se resolvieron ya en la Ley N* 17.838 o pueden ser solucionados por vía del 
decreto reglamentario. 


A su vez, esta Comisión solicitó informes a la propia Comisión; eso está en el seno del 
Ministerio de Economía y Finanzas y tenemos conocimiento de que el informe está pronto, por lo que, 
luego de que pase por la Dirección General, estará llegando a este ámbito. 


Por último, quiero señalar que la Comisión, por intermedio de algunos de los otros integrantes 
-como decíamos, hay integrantes del Ministerio de Economía y Finanzas, del Ministerio de Educación y 
Cultura y de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios- habría expresado su voluntad de ser 
escuchada y está plenamente a la orden. 


SEÑOR MARTÍNEZ BLANCO.- Hay que tener en cuenta, también, en materia del producto informativo 
que surge de las actuaciones empresariales, que ese “credit report” es la información base del 
comercio internacional. Cuando una empresa va a exportar, necesariamente tiene que acreditar su 
solvencia en el mercado hacia donde se dirige, y cuando una empresa va a importar -sobre todo 
cuando se trata de compañías de seguros a la exportación, que en algunos países más desarrollados 
respaldan las corrientes exportadoras- el importador uruguayo tiene que acreditar también que se trata 
de alguien que va a poder honrar su compromiso. Esto se hace consultando los comportamientos 
empresariales, que no están constituidos por títulos valores. Por ejemplo, le podemos preguntar al 
ferretero cómo cumple su cliente y nos puede contestar que bien, que le da determinada cantidad de 
cientos o de miles de pesos a treinta días y se lo paga muy bien. Esa es una referencia comercial de 
las que se consultan por miles todos los días para formar opinión. Sin embargo, eso no está constituido 
por un título valor o un título ejecutivo; no se llega a esa etapa. Pero también nos puede responder que 
no le interesa como cliente, y ese dato es mucho más negativo que el que le deba un cheque por $ 
100.000. Si por ejemplo dice: “Lo conozco desde hace años y no me interesa como cliente”, es un dato 
mucho más lapidario que cualquiera de los otros. 


O sea que la especialidad de la información empresarial -porque en definitiva apuntamos a 
respaldar a los que se comportan bien y a la fluidez de los créditos- debe ser contemplada en este tipo 
de situaciones. Todos sabemos que muchas veces los consumidores finales compran productos 
necesarios para la vida, sin los que no se puede estar, pero las decisiones empresariales no se toman 
con la misma exigencia. Por lo tanto, consideramos que habría que considerar este tema. 


Asimismo, en el seno de esta Comisión se analizaron las distintas aristas de este proyecto y 
se dijo que no puede presentar problemas, pero a raíz de eso se empezó a oír a otra gente, entre la 
que estamos nosotros, lo que mucho agradecemos. 


En definitiva, queremos que se tome en cuenta ese tipo de situación para que, lo que se 
pretende hacer con muy buenas intenciones, por otro lado no esté desmantelando y obre en contra de 
una política que viene desde hace mucho tiempo y que en este momento está muy apuntalada por los 
vientos de transparencia de que se habla. 


SEÑOR CABRERA.- Queremos insistir con el tema de la Comisión que integramos haciendo una 
distinción entre el texto aprobado y los dos proyectos de ley. El primero regula los bancos de datos que 
de manera profesional brindan información; esto comprende a todos los bancos de datos. Es decir que, 
por ejemplo, en mi estudio, ni siquiera podría tener a un cliente registrado porque me quedó debiendo 
los honorarios. Esa es una distinción importante. 


A su vez, dentro de las atribuciones de la Comisión está el controlar los bancos de datos y, 
en ese sentido, hemos estado recibiendo algunas denuncias -a las que hemos dado trámite- referidas a 
cómo los bancos de datos están manejando la información. Si bien no hay un decreto reglamentario, ya 
hemos redactado un proyecto de creación del registro de banco de datos y, según nos expresaron los 
representantes del Ministerio de Economía y Finanzas, sería aprobado a la brevedad. En definitiva, 
todos tienen bancos de datos y sólo van a estar regidos por esta norma aquellos que lo hacen de 
manera profesional. Si nosotros tenemos un registro particular, ese no quedaría regulado. En los 
proyectos de ley parece que quedan regulados, pero en la ley vigente esas situaciones están 
excluidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera preguntar al doctor Cabrera si la información que brinda se refiere a 
la reglamentación de la Ley N* 17.948. 


SEÑOR MARTINEZ BLANCO.- No, se refiere a la Ley N* 17.838, referida al banco de datos. 


Es una Comisión que está integrada por tres miembros del Ministerio de Economía y 
Finanzas y dos del Ministerio de Educación y Cultura. 


El tema debe quedar bien claro. Aquí hay algún señor Senador con larga actuación, por lo que 
seguramente recordará cómo fueron las cosas. Esa ley venía “flechada”, pura y exclusivamente, desde 
el punto de vista de los registros comerciales, y la idea fue incorporar algunos integrantes del Ministerio 
de Educación y Cultura para tratar de abrir un poco -por decirlo de alguna manera- la información que 
estaba guardada en el Estado. Fue a raíz de eso, repito, que se incorporaron miembros del Ministerio 
de Educación y Cultura lo que, por otro lado, no tendría mucho que ver si el registro fuera 
exclusivamente de bancos de datos comerciales. Entonces, creo que el aspecto relacionado con esa 
incorporación es interesante y forma parte de la historia de la aprobación de la ley mencionada. 


SEÑOR ABZARADEL.- Por nuestra parte, agradecemos a los señores Senadores por esta 
oportunidad de concurrir a la Comisión. 


Personalmente, quería agregar que nuestra institución funciona desde al año 1915 y no es 
sectorial, ya que en el Consejo hay empresas comerciales, industriales, de servicios y bancos. 


El doctor Martínez Blanco aludió al listado de convenios que tenemos para que las empresas 
chicas puedan acceder a los informes; en este mismo sentido, cabe agregar que también tenemos 
corresponsales en distintos países, que nos piden informes de empresas uruguayas, por lo que un 
importador o un exportador puede tener nuestros datos. 


Agradecemos nuevamente a los señores Senadores por esta oportunidad y desde ya 
decimos que quienes gusten pasar por la Liga de Defensa Comercial para conocerla desde dentro, 
serán recibidos con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias en nombre de los integrantes de la Comisión. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 52 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


